
— Que se anule la sentencia recurrida. 

— Que se estime la demanda presentada en primera instancia, 
en concreto, la petición subsidiaria de anulación del artículo 
3 de la decisión controvertida. 

— Que con carácter subsidiario, se devuelva el asunto al Tri
bunal de Primera Instancia y, en su caso, le ordene practicar 
la prueba rechazada. 

Que se condene a la Comisión al pago de las costas del proce
dimiento de primera instancia y en casación, y a la parte coad
yuvante, Comunidad Autónoma de la Rioja, al pago de las 
costas del procedimiento de primera instancia. 

Motivos y principales alegaciones 

1) Error de Derecho al apreciar el TPI que, en el caso concreto, 
no concurren circunstancias excepcionales que justifican una 
confianza legítima en la regularidad de la medida fiscal con
trovertida que impide ordenar la recuperación de las ayudas 
con arreglo al artículo 14, apartado 1, del Reglamento 
n o 659/1999 ( 1 ) en conexión con el principio de protección 
de la confianza legítima. Desnaturalización de los términos 
del debate en instancia e infracción del principio de con
tradicción. Vulneración de la jurisprudencia sobre motiva
ción. 

Ni la diferencia formal entre la medida fiscal controvertida y 
la medida objeto de la Decisión 93/337 ( 2 ), ni el hecho de 
que la Comisión hubiera podido motivar el criterio de se
lectividad en otro elemento del que figura explícitamente en 
la Decisión 93/337, ni la declaración de incompatibilidad 
que figura en la Decisión 93/337, constituyen razones sufi
cientes en Derecho para que el TPI no aprecie la existencia 
de una circunstancia excepcional que, por sí o en combina
ción con otras circunstancias que concurren en el caso de 
autos, impide a la Comisión ordenar la recuperación de las 
ayudas a que se refiere la decisión controvertida. 

Al considerar que las medidas controvertidas en los asuntos 
acumulados T-30/01 a T-32/01 y T-86/02 a T-88/02 no 
son análogas a la medida fiscal controvertida por razones de 
técnica fiscal y de amplitud de la bonificación, el TPI ha 
cometido una desnaturalización de los términos del debate 
entre las partes litigantes, ha ignorado el principio de con
tradicción, y ha incurrido, además, en una manifiesta infrac
ción de determinada jurisprudencia sobre motivación. 

El TPI ha incurrido en un error de Derecho al considerar que 
la actitud de la Comisión respecto a la exención fiscal de 
1993, así como respecto a la bonificación fiscal de la Ley 
22/1993, no constituye una circunstancia excepcional que 
haya podido justificar algún tipo de confianza legítima en la 
regularidad de la medida fiscal controvertida que impediría 
la recuperación de las ayudas en virtud del artículo 14, 
apartado 1 del Reglamento 659/1999 por ser contraria al 
principio de protección de la confianza legítima. 

2) Error de Derecho al inobservar el TPI las normas procesales 
en materia de práctica de la prueba y decidir no practicar la 
prueba propuesta por el demandante relativa a la exhibición 
de determinados documentos de la Comisión que, a la luz 
de los argumentos empleados por el TPI para desestimar la 
pretensión del demandante, se revela esencial en la defensa 
de sus intereses. Violación del derecho a un proceso justo, 
del principio de igualdad de armas y del derecho de defensa. 

El TPI, al no practicar la prueba solicitada, ha violado el 
derecho fundamental a un proceso justo que asiste al de
mandante, puesto que ha rechazado la práctica de una 
prueba que se revela esencial para el demandante, vulne
rando así su derecho de defensa, dado que su pretensión 
se ha visto desestimada con el argumento de que no ha 
probado lo que, precisamente, pretendía acreditar con la 
prueba no practicada: si no ya la explícita postura definitiva 
de la Comisión, respecto de la denuncia de 1994 contra una 
medida sustancialmente idéntica adoptada en 1993, desesti
mándola, al menos la actitud de la Comisión que constituiría 
una circunstancia excepcional por cuanto tal conducta ha
bría causado la confianza legítima en la regularidad de las 
medidas fiscales de 1993, lo que condujo a adoptar la me
dida fiscal controvertida en 1996. 

( 1 ) Del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del artículo 93 del Tratado CE 
DO L 83, p. 1 

( 2 ) De la Comisión, de 10 de mayo de 1993, relativa a un sistema de 
ayudas fiscales a la inversión en el País Vasco 
DO L 134, p. 25 

Petición de decisión prejudicial planteada por la Cour de 
Cassation (Francia) el 25 de noviembre de 2009 — Charles 
Defossez/Christian Wiart, liquidador de Sotimon SARL, 

Office national de l’emploi, CGEA de Lille 

(Asunto C-477/09) 

(2010/C 37/19) 

Lengua de procedimiento: francés 

Órgano jurisdiccional remitente 

Cour de Cassation 

Partes en el procedimiento principal 

Recurrente: Charles Defossez 

Recurridas: Christian Wiart, en calidad de liquidador de Sotimon 
SARL, Office national de l’emploi (fonds de fermeture d’entre
prises), CGEA de Lille

ES C 37/18 Diario Oficial de la Unión Europea 13.2.2010



Cuestión prejudicial 

¿El artículo 8 bis de la Directiva 80/987/CEE del Consejo, de 20 
de octubre de 1980, sobre la aproximación de las legislaciones 
de los Estados miembros relativas a la protección de los traba
jadores asalariados en caso de insolvencia del empresario, ( 1 ) en 
su versión modificada por la Directiva 2002/74/CE del Parla
mento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, ( 2 ) 
cuyo apartado 1 prevé que, cuando una empresa con actividades 
en el territorio de al menos dos Estados miembros se encuentre 
en estado de insolvencia, la institución competente para el pago 
de los créditos impagados de los trabajadores será la del Estado 
miembro en cuyo territorio éstos ejerzan o ejercían habitual
mente su trabajo, y cuyo apartado 2 prevé que la extensión de 
los derechos de los trabajadores asalariados vendrá determinada 
por el Derecho por el que se rija la institución de garantía 
competente, debe interpretarse en el sentido de que designa la 
institución competente, con exclusión de cualquier otra, o bien 
si habida cuenta de la finalidad de la Directiva, que es consolidar 
los derechos de los trabajadores que hacen uso de su libertad de 
circulación, y del párrafo primero del artículo 9 de la propia 
Directiva, conforme al cual ésta no afectará a la facultad de los 
Estados miembros de aplicar o establecer disposiciones legales, 
reglamentarias o administrativas más favorables para los traba
jadores asalariados, debe interpretarse en el sentido de que no 
priva al trabajador del derecho a invocar, en lugar de la garantía 
de la referida institución, la garantía más favorable de la ins
titución en la que su empleador está asegurado y cotiza en 
aplicación del Derecho nacional? 

( 1 ) DO L 283, p. 23; EE 05/02, p. 219. 
( 2 ) DO L 270, p. 10. 
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Cuestiones prejudiciales 

1) ¿El derecho de la víctima a ser comprendida que se contem
pla en el apartado ocho del Preámbulo de la Decisión 
Marco ( 1 ), debe ser interpretado como un deber positivo 
de las autoridades estatales encargadas de la persecución y 
castigo de las conductas victimizadoras a permitir que la 
víctima exprese su valoración, reflexión y opinión acerca 
de los efectos directos que sobre su vida pueden derivarse 
de la imposición de penas al victimario con el que mantiene 
una relación familiar o intensamente afectiva? 

2) ¿El artículo 2 de la Decisión Marco 2001/220/JAI, debe ser 
interpretado en el sentido de que el deber de los Estados de 
reconocimiento de los derechos e intereses legítimos de la 
víctima obliga a tomar en cuenta su opinión cuando las 
consecuencias penales del proceso pueden comprometer 
de forma nuclear y directa el desarrollo de su derecho al 
libre desarrollo de la personalidad y de la vida privada y 
familiar? 

3) ¿El art. 2 de la Decisión Marco 2001/220/JAI, debe ser 
interpretado en el sentido de que las autoridades estatales 
no pueden dejar de tomar en cuenta la voluntad libre de la 
víctima cuando se oponga a la imposición o mantenimiento 
de una medida de alejamiento cuando el agresor sea un 
miembro de la familia y no se constate situación objetiva 
de riesgo de reiteración delictiva, se aprecie un nivel de 
competencia personal, social, cultural y emocional que ex
cluya un pronóstico de sometimiento al victimario o, por el 
contrario, cabe mantener la procedencia de dicha medida en 
todo caso en atención a la tipología específica de estos 
delitos? 

4) ¿El art. 8 de la Decisión Marco 2001/220/JAI, cuando esta
blece que los Estados garantizarán un nivel de protección 
adecuada a la víctima, debe ser interpretado en el sentido de 
que permite la imposición generalizada y preceptiva de me
didas de alejamiento o de prohibición de comunicación 
como penas accesorias en todos los supuestos en los que 
la víctima lo sea por delitos cometidos en el ámbito familiar, 
en atención a la tipología específica de estas infracciones, o, 
por el contrario, el art. 8 exige efectuar una ponderación 
individualizada que permita identificar, caso por caso, el 
nivel adecuado de protección en atención a los intereses 
concurrentes? 

5) ¿El art. 10 de la Decisión Marco 2001/220/JAI debe ser 
interpretado en el sentido de que permite excluir con carác
ter general la mediación en los procesos penales relativos a 
delitos cometidos en el ámbito familiar en atención a la 
tipología específica de estos delitos o, por el contrario, 
debe permitirse la mediación también en este tipo de pro
cesos, ponderando caso por caso los intereses concurrentes? 

( 1 ) Decisión marco 2001/220/JAI, del Consejo, de 15 de marzo de 
2001, relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal 
DO L 82, p. 1

ES 13.2.2010 Diario Oficial de la Unión Europea C 37/19


